
 

 
   

Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas 

complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19 

Mediante esta norma se adoptan medidas complementarias al Real Decreto-Ley 8/2020, como 

pueden ser la suspensión del cómputo de los contratos temporales, restringe la duración máxima de 

los ERTE’s por el Covid19 al estado de alarma y prohíbe los despidos vinculados a la crisis sanitaria. 

Los objetivos que persigue este RD-Ley son: 

- Complementar y detallar las especialidades de los ERTE’s reguladas por el RDL 8/2020. 

- Garantizar el empleo. 

- Garantizar servicios esenciales a los colectivos más vulnerables. 

- Minimizar efectos sobre la contratación temporal. 

- Introducir mecanismos de control y sanción para evitar un uso fraudulento de las medidas excepcionales. 

 

1.- Concreción sobre determinados aspectos de los ERTE’s regulados por el RDL 8/2020 

 

Solicitud de prestación por desempleo 

El procedimiento de solicitud de la prestación por desempleo de los trabajadores afectados se 

iniciará por la empresa, actuando en representación de los mismos, con una solicitud colectiva 

presentada ante el SEPE.  Ver solicitud 

 

Limitación de duración de los ERTE’s fuerza mayor 

La duración máxima de estos expedientes será la del estado de alarma y sus posibles prórrogas, 

tanto si ya tienen resolución expresa como si han sido resueltos por silencio administrativo, con 

independencia de la solicitud empresarial concreta. 

 

Fecha de efectos de la situación legal de desempleo 

La fecha de efectos que debe figurar en los certificados de empresa será: 

 

- En los ERTE’s de fuerza mayor (art. 22 RDL 8/2020): la fecha del hecho causante. 

- En los ERTEs por causas objetivas (art. 23 RDL 8/2020): la fecha de comunicación de la 

decisión adoptada por la empresa a la autoridad laboral o posterior. 

 

Extensión de las medidas excepcionales de cotización y desempleo 

Las medidas extraordinarias de cotización y desempleo se aplicarán a los ERTE’s autorizados o 

iniciados antes de la entrada en vigor del RD-Ley 8/2020 siempre que deriven directamente del 

COVID-19. 

 

2.- Garantía de empleo 

 

Las causas de fuerza mayor y las causas objetivas (Económicas, Técnicas, Organizativas o 

Productivas) alegadas para presentar un ERTE, no podrán justificar la ulterior extinción de contratos 

de trabajo o el despido. 

 

https://www.sepe.es/HomeSepe/COVID-19.html


 

 
   

3.- Garantía de los servicios esenciales a los colectivos más vulnerables 

 

Al objeto de garantizar los servicios esenciales a los colectivos más vulnerables y mantener una 

respuesta adecuada a sus necesidades de atención sanitaria y social, se prevé que, durante la 

vigencia del estado de alarma y sus prórrogas, no puedan tramitar ERTE los servicios sanitarios, los 

centros sociales de mayores, personas dependientes o personas con discapacidad, ya sean de 

titularidad pública o privada. 

 

4.- Minimizar efectos sobre la contratación temporal 

 

Con el fin de evitar los efectos negativos que pudieran derivarse por la crisis sanitaria sobre la 

contratación laboral, se suspende el cómputo de la duración de los contratos temporales 

garantizándose así que todos los contratos temporales (incluidos los formativos, de relevo y de 

interinidad), puedan alcanzar su duración máxima efectiva, desplegando plenos efectos, durante el 

tiempo inicialmente previsto. 

 

5.- Mecanismos de control y sanción para evitar un uso fraudulento de las medidas 

excepcionales – Régimen sancionador y reintegro de las prestaciones indebidas 

 

A este respecto se sancionará: 

 

- A las empresas cuyas solicitudes sean presentadas con falsedades o datos incorrectos. 

- A las empresas que soliciten ERTE’s o ayudas que no resulten necesarios o no tengan 

conexión suficiente con la causa, siempre que supongan percepción de prestaciones 

indebidas. 

 

Consecuencia de ello, la empresa deberá proceder a la devolución de la prestación indebidamente 

percibida por la persona trabajadora, por causa no imputable a ella, debiendo ingresar a la entidad 

gestora las cantidades percibidas por la persona trabajadora, deduciéndolas de los salarios dejados 

de percibir que hubieran correspondido, con el límite de la suma de tales salarios 

(independientemente de sus posibles responsabilidades administrativas o penales). 

 

A este respecto, si se apreciaran indicios de fraude por parte del SEPE lo comunicará a la ITSS. Y, 

ésta junto con la AEAT y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado comprobarán la existencia 

de las causas alegadas en estos ERTE’s asociados al COVID-19. 

 

Enlace a Real Decreto-Ley 9/2020 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4152

